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IT-AZÓN DE RELATORÍA

La resolución emitida en el Expediente 02085-PA/TC es aquella que dcclara
FUNDADO el recurso de agravio constitucional; cn consecuencia NULA la Resolución
2602-200g-PNP/DPR.SC/ I 88,16 y ORDENA a la ONP clue emita una nueva resolución, en

cumplimiento de la sentencia de vista del 20 de abril de 2005 emitida por la Tercera Sala
Civil de ]a Corte Superior de Justicia de Lima, que otorgue al actor una pensión de

invalidez vitalicia por enl'ermedad profcsionai, de conlormidad con la Ley 26790 y su

Reglamento el Decreto SLipremo 003-98-SA. sin la aplicación del tope previsto en e1

Decreto Ley 25967 y está confbrmada por 10s votos de los magistrados Sardón de'faboada,
Ledesma Narváez. quien adjunta fundamento de voto, y Hspinosa-Saldaña Barrem. este

írltimo convocado a dirimir la disco¡dia suscitada en autos. Se deja constancia de que los
magistndos concuerdan en el sentido del fallo y la resolución alcanza los tres votos
colformes, tal como lo prevé el afÍculo 11, primer párrafo del Reglamento Normativo del
Tribunal Constitucional en concordancia con el artículo 5, cua(o pánafo de su Ley
Olgá1ica. Asimismo, se adjunta el voto singula¡ del magistrado Blume Fortini.

Lima. 15 de noviembre de 2018
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VOTO DE LOS N,I,AGISTRADOS SARDÓN DE TABOADA
Y LEDfSItr{ NARVÁEZ

El ¡ecurso de agravio constilücional interpuesto por don Celestino Huancaya
Amras contra la resolución de folio 535, de fecha 14 de octubre dc 2010, expedida por
la Tercera Sala Civil d(] ia Cofie Süperior de Justicia de Lima que declaró infundada la

bservación planteada por el recu[ente; y,

TENDMNDO A QUI'

En la elapa de ejecucióD de sentencia del proceso de amparo seguido conlra Ia
Ollcina de Normalización Previsional (ONP) se le ordenó a esta ql¡e cumpla con
cjecutar la sentencia de vista de lecha 20 de ab¡il de 2005 (folio 160), que ordena
se le otorgue al actor una pensión de invalidez vitalicia por enfermedad
profesional, debiendo abonarse el pago de devengados e intcreses
corespondieDtes. Asimismo, mediante Rosolución ,1, de lecha 25 de agosto dc
2005 (foiio 211), la Sala superior declaró improcedente la solicitud de aclaración,
y precisó que la sentencia de primera insta¡cia qur: fue conñr:nada ordcna el pago
de los respectivos reintegros e intereses legales a partir de la l'echa del cese labo¡al
del actor (30 de abril de 1997), cntendiérdose dicha fecha a pañir de la cual la
demandada debe cumplir con Io ordenado.

l

En cumplimiento con lo ordenado, la ONP emite Ia Resolución 2602-2009-
ONP/DPR.SC/ DL 18846, de fecha 3 de setiembre de 2009 (folio 489), mediante
la cual otorgó al actor pensión de invalidez vitalicia por enlbrmedad profesional
por el monto ascendente a S/. 600.00 a parlir del 21 de abril de 2004.

Con fecha 3 de novicmbre de 2009, el acto¡ formuló obseNación (lblio 428)
respecto de la resolución administrativa mencionada en el considerando
precedente, alcgando que Ia sentencia de l¡cha 20 de abril de 2005 no se está
ejecutando coltbmre a sus propios térmi[os, toda vez que Ia pensión de invalidez
vitalicia debió calcularse leniendo en cuenta las doce ¡emuneraciones mensuales
asegurables percibidas antes dcl cese laboral, atendiendo a lo consignado en la
declaración jürada del empleador (folio 373) y efectuar el pago de los reintegros
dcsde el día siguiente a la fecha del cese laboral que se produjo ei 30 de ab¡il de
1997, csto es, el 1 de mayo de 1997 más los intcreses legales.
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El Seglmdo Juzgado Especializado en lo Civil dc I-ima, con fecha 16 de abril de
2010 (folio .145), decla¡ó infundada la observación por considerar que confonne a

lo dispuesto por la sentencia emitida en el Expediente 01008-2004-AA/TC y et
arliculo 18 del Decreto Supremo 003-98-SA, los montos de pensión seriin
calculados sobre el 100 % de la remune¡ación mensual dcl asegurado, entendida
esta como el promedio de las remune¡aciones asegurables de los doce meses
anteriores al siniestro, y que habiéndose deteminado mediante el examen médico
ocupacional de fecha 21 de abril de 2003 expedido por el Centro Nacional de
Salud Ocupacional y Protección del Ambiente para la Salud (Censopas) del
Ministerio de Salud que el actor adolece de neumoconiosis en el p mer estadio de
evolución, se hjó la remunención mensual procediendo a dividir entre doce cl
monto totdl resultante de las doce últimas remuneraciones asegurables anteriores a
la fecha del siniestro (21 de ab l de 2003), esto es po¡ el pcríodo comprendido del
1 de abril de 2002 a,l 3l de marzo de 2003, según cuadro de remuneraciones
presentado con el escrito de la demandada de fecha 23 de setiembre de 2009. al

se aplicó el 50 % por incapacidad que presenta el recur¡ente por padecer del
primer estadio de evolución de la enfermedad profesional de neumoconiosis, por
lo que corresponde otorgarle el 50 % de la remuneración mensual. Asimismo,
concluyó que se ha cumplido con calcular los devengados e iítereses legales dcsde
Ia fecha dc la contingencia. esto es desde la fecha del siniestro y que de
conlormidad a lo dispuesto por el articulo 3 del Decreto Ley 25967 la pension
máxima mensual vigente que abonará la ONP por cualquiera de los regímenes que
administra no podrá ser mayor a S/. 600.00. A su tumo, la Sala superior revisora
confirmó la apelada por similar fundamento (folio 535).

En su recurso de agravio constitucional (lblio 543) el demandante manifiesta que
la sentencia de fecha 20 de abril de 2005 no ha sido ejccutada en sus propios
términos, es decir, conforme a las normas establecidas en la Ley 26790, su
Reglamento y el Decreto Supremo 003-98-SA, sin la aplicación del tope
establecido por el Decreto Ley 25967 y que el pago de los .eintegros debe darse
desde el día siguiente de la fecha de su cese laboral, esto es desde el 1 de mayo de
t997.

En la ¡esolución emitida en el Expediente 00201-2007-Q/TC, de fecha 14 de
octubre de 2008, se ha señalado lo siguiente:

[...] sobre la base de lo desarroLlado en la resolución emirida en el Expedjente 00168-
2007-Q/TC, esle Tr;bunal Constitucional considera que de mane.a excepcional puede
aceptarse la procedencia dcl recurso de agravio constitucional (RAC) cuando se tata de
proleger la ejecución en sus propios ténninos de senlencias estimalorias emitidas en
procesos constítucionales, tanto para quienes han obtenido una sentencia estimaroria por
pate de este Tribunal como para quienes la han obtenido del Poder Judicjal.

6
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En el caso dc autos, la conkoversia consiste en dete¡mi¡ar si en fase de ejecucion
dc scntencia se desvifiuó lo decidido a favor del reculrente en el proceso de
amparo a que se ha hecho referencia en el conside¡ando l.

De la resolución cuestionada (folio 489) se desprende que se otorgó pensión de
invalidez vitalicia al recrmente por la suma de S/. 600.00 porque se aplicó el
atículo 3 del Decreto Ley 25967. De otro lado, obra el Infome de la Subdirección
de Calificaciones DPR.SCde IaONP (folio 406), el cual en sus pán'afos 10 y 11

señala:

F.XP N " 02085-201 :I-PA/TC
LIMA
CELESTINO HUANCAYA ARMAS

10. t...1 para efectos de delenninar la remuneración mensual se procedió a dividir
entre 12 el monto toial resullante de las 12 últimas remuneraciones asegurables
antedores a la fecha de inicio de la rerta (21 de abril de 2003) osto es por el
periodo comprendido desde el I de abril de 2002 hasta el ll de marzo de 2003,
obteniendo Ia suma de S/. 3.680.08 nuevos soles seeún cuadro de remuneraciones

HlillilLililililil lilt

Que al haberse determinado 50% de incapacidad por enfermedad profesional, le
corresponde olorgar el 50% de la remuneració¡ mensual, monro que qucdó
determi¡ado en 1a suma de S/. 1.840.04 nuevos soles.

c De lo expuesto, se evidercia que la emplazada otorgó al rccuüente pensión de
invalidez vitalicia sujeta al tope pensionario establecido en el Decrcto Ley 25967,
y no confome a la Ley 26790 y a su Reglamento, el I)ecreto Supremo 003-98-SA.
Entonces, debe determinarse si las pensiones de invalidez vitalicia se encuentra¡
sujetas a los topes previsionales. Asimismo, advefimos que el cálculo de la
pensión no se efectuó teÍiendo en cuenta la fecha de cese ocur¡ida el 30 de abril
de 1997, conforme a lo ordenado por la sentencia de vista de fecha 20 de abril de
2005 y ia aclaración emitida por la Sala supe or competente (iblio 211).

10. En cuanto a los topes, según la sentencia emitida en el Expediente 02513-200'1-
PA/TC qui3 constituye p¡ecedente en sus fundamentos 30 y 31, se ha reiterado las
consideraciones expuestas en los fundamentos 87 y i 17 de la sentencia emitida en
el Expediente 10063 -2006-PAJTC, en el sentido de que los montos de pensión
minima establecidos por la Cuafia Disposición Complementaria del Decrelo
Legislativo 817 para los regímenes a cargo de la ONP no son aplicables a la
pensión vitalicia del Decreto Ley 18846 ni a su sustitutoria, la pensión de
invalidez de la Ley 26790, básicamente porque los accidentes de tBbajo y
enfennedades profesionales cubiertos por el Decteto Ley 18846 no están
comprendidos en el régimen del Decreto Lcy 19990 y porque se trata de una
pensión adicional a Ia generada por el riesgo de la jubilación (edad y
aportacioncs). En este sentido, señala:
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[...] los montos de pensión nlnima establecidos por Ia Cuarta Disposición
Complementaria del Decreto Legislativo 817 no son aplicables a la pensión vitalicia del
Decreto Ley 18846 ni a su sustitütoriai la pensión de iDv¿lidez de la Ley 26790, debido
a que ambas prestacio¡e§ se encuentran prevhtas para cubrir riesgos y conlingencias
diferentes, y se financian con fuenles distintas e independientes.

De lo expuesto, concluimos que si a las pensiones vitalicias reguladas por cl
Decreto Ley 18846 o su sustitutoria, la pensión de invalidez de la Ley 26790, to

- les resulta aplicable el monto minimo regulado por el Decreto Legislativo 817, por
las mencionadas razones! tampoco coÍesponderia aplicárseles a estas pensiones el
monto de la pensión máxima regulada por el afiículo 3 del Decreto Ley 25967.
pues este decreto ley es norma sustitutoria del l)ecreto Ley 19990, y no de las

ones del Decreto Ley 18846 o la Ley 26790

En ese sentido, conside¡amos que la emplazada, en etapa de eiecución, emitió la
resolución cucstionada de manera defectuosa, omitiendo los parámehos indicados
en la sentencia de vista de fecha 20 de ab¡il de 2005 (lblio 160), por cuanto al ser
una pensión de invalidez por cnfermedad profesional, conforme a laLey 26790, el
monto otorgado no debió estar supeditado al monto de la pensión máxima
regulado por eJ Decreto Ley 25967, motivo por el cual la ONP deberá emitir una
nueva resolución que oto¡gue al actor la referida pensión sin aplicar el monto
mí¡imo según el Decreto Ley 25967.

14. Por consiguiente, consideramos la pretensión planteada por el recunente en el
recurso de agravio constitüciotal.

Por estas consideraciones, estimamos que se debc

)

I

13. Finalmente, cabe precisar que la emplazada deberá otorgarle al demandante las
pensiones devengadas o reintegros desde el día siguiente a la fecha dei cese
laboral ocurrido el 30 de abril de 1997 confo¡me a lo ordenado por la sentencia
de ejecución de fccha 20 de abril de 2005 y su aclaración así como el pago de los
intereses legales. sin costos procesales.

L Declarar FUNDADO el recurso de agravio constitucional; en consecuencia NfiLA
la Resolución 2602-2009-ONP/DPR.SC/1 8846.

O¡denar a la ONP que emita una nueva resolución, en cumplimiento de la
sentencia de vista del 20 de abril de 2005 emitida por Ia Tercera Sala Civil de la
Corte Superior de Justicia de Lima, que otorgue al actor una pensión de invalidez
vitalicia por enfc¡medad profesional, de conformidad con la Ley 26790 y su
Rcglamento el Decreto Supremo 003-98-SA, sin la aplicación del tope previsto en
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el Decreto Ley 25967 y que con base en ello, el'ectúe el cálculo de los reintegros
de pensiones y de los intereses legales conforme al conside¡ando 13 y demás
considerandos de la presente rcsolución

h

I Lo que

OT

SS.
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l'UNDAMEN'I'O DE VOl O DI,l l,^ M^GlS'l RAl)^ LEDESMA NARVAEZ

Estando de acuerdo con cl scntido dclpresente auto, considero pertinente precisar que el
pago de los intereses legales debe rcalizarsc dc conformidad con el ltndamento 20 del
auto emitido en el Expedierte N." 2214 2014-l,A/1'C. publicado c1 7 dcjulio de 2015 en
cl portal u'eb inslitucional. en el que el Tribunal Constitucional ha cstablccido: "1...1
que el interés legal aplicablc cn matc¡ia pensionaria no es capitaiizable, conlbrme al
artículo 1249 del Código Civil". lo cual constituye doct¡ina jurisprudencial vinculante
para todos los jueces y triburules del pais, de conlbrmidad oon cl artículo VI dcl l itr.¡io
Preliminar dcl Código Procesal Constitucioml. debiendo aplicarse, inclusivc, a los
prooesos judiciaics en trámitc o cn ctapa de ejecr¡ció[ en los que se encuentre por
delinir la l¡rma de chlculo de los intcrcscs lcgales en materia peisionaria-

^ltv

Loq

OT
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SAI,DANA BARRERA

Coincido con Io rest:elto por los magisfados Ledesma Narváez y Sardón de laboada, por

las ¡azones alli expuestas. En colsecuencia, debe declara¡se FUNDADO el recurso de

agraYio constitucional.

s.

I'SPINOSA-SAI,I)AÑA RARRER,\
\-

La

CT

?7
,/,t f
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VOTO SINGULAR DEI, MA.GISTILADO ERNESTO BLUME FOIiTINI,
optNANDo euE cot{ltESpoNDE REVocAR LA l{ESoLUCtóN TMPUGNADA

Y NO EMITIR PRONUNCIAMIENTO ALGUNO SOBRE EI, RECURSO DE
AGRAvIo coNSTtrucIoNAr,. ASi coMo oRDtrNAR EL PACo DE

INTEIIESES CAPITAI,IZABLES

Con el debido respeto por ¡nis colegas Magistrados, discrepo de la pafte resolutiva del auto
de fecha l2 de setiembrc de 2017. en cuanto señala:

"1. Declara. FUNDADO el recurso de agravio constitucional; en consecuencia NULA la
Resolución 2602-2009-ONP/llPR. SC/ I 8846.

2. Ordenar a la ONP quc emita una nueva resolttción, en cumplimiento dc Ia sentencia de

vista del 20 de abril de 2005 emitida por la lercera Sala Civil de Ia Cofc Superior de

Justicia de I-ima, que otorgue al actor L¡na pensión de invalidez vitalicia por
enlérmedad profesional, de conlormidad con la Ley 26790 y su Reglamento cl Decreto
Supremo 003-98-SA, sin la aplicación del tope previsto en el decreto Ley 25967 y que

con base en ello, efectúe el cálculo de los reintegros de pensiones y de los inlcrcscs
legales confbnnc al considerando l3 y demás considerandos de la presente

resolución.".

A rni juicio lo que correspondc cs rcvocar la resolución impugnada, ordenar el pago de

inlereses capitalizables y no crritir pronunciamiento alguno sobre el recurso de sgr3\io
constitucional. cuya concesión habililó la intervención del'fribunal Constitucional.

l-as razones que amparan mi posició¡ son Ias siguientes

El pronunci¿miento crróneo sohrc cl rccürso dc agravio constitucional.

El recurso de agravio constitucional cs un mcdio impugnatorio que persigue la rer isión
de la resolución (scntcncia o auto) quc deniega, en segunda instancia, una pretensiún
dc tutcla dc derechos lundamentales, que declara infundada o improcedente la
dcmanda; rccurso que es exclusivo de los procesos constitucionales cauteladores de los
derechos [undamentales.

2. En tal sentido, una vez interpueslo dicho medio ir¡pugnatorio, cumplidos los rcquisiros
respectivos y concedido el misrro, se habilita la competencia jurisdiccional del
Triblrnal Constitucional para conoccr, evaluar y rcsolvcr la causa, sca por cl fondo o
por la forma, y cmitir pronunciamicnto respecto de la resolución impugnada para

anularla, rcvocarla, modificarla, confirmarla, pronunciándose directamente sobre la
pretensión contenida en la demanda.
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Sobre esto último, Monroy Cálvcz sostiene que la impugnación "es la vía a través dc la

cual sc expresa nuestra voluntad en sentido contrario a una situación juridica
cstablecida. la que pretcndcmos no produzca o no siga produciendo efectos juridicos .

,1

En tal sentido, a mijuicio, una vez admfido un recurso de agravio constitucional. lo
que procede es resolver la causa pronunciándosc sobre la resolución impugnada.

El recurso de agravio constitucional sea típico o atípico, no es una pretensión, tlgura
propia del instituto procesal de la demanda, pues, como bien se sabe, esta última,
además de canalizar elderecho de acción. contiene la pretensión o petilorio.

Cont'undir un medio impugnalorio con una pretensión o petitorio de demanda no

rcsulta de recibo ni me¡os se compadecc con el significado de conceplos proccsalcs
elemenlales.

6. Una vez conccdido el recurso de agravio constitucional y clcvados los actuados al

Tribunal ConstitLrcional, lo que procede es el a¡álisis dc la rcsolución materia de

impugnación y no del reourso mismo. Es decit, la revisión dc la resolución judicial de

la instancia inferior que ha sido impugnada para emitir un pronunciamiento sobre la
¡nisma y no sobrc cl rccurso, como erróneamente se hace en el auto de mayoría.

llespecto de los i¡¡terescs legales aplicables a las deud¡s pensionarias a cargo del
Est¡do,

7. Respecto al tipo de interés que corresponde liquidarse en materia pensiooaria, y que es

materia de cuestionamiento en el presente caso, soy de Ia opinión que es de aplicación
Ia tasa de interés efectiva, que implica el pago de intereses capitalizables, por las

razones que a continuación paso a exponer.

8. En la Sentencia 0003 -20 I 3-PUTC, 0001-2013-PI/TC y 0023-2013-PyfC, sobre la Ley
dcl Prcsupueslo Públioo del año 2013, este lribunal ConstilL¡cional precisó la

naturaleza y alcances dc Ias leyes del presupues¡o público, estableciendo,
principalmente, sus caractcrísticas de especialidad y anualidad. Con relación a eslo
último, especificó lo siguiente en su fundamcnto 29:

"Dada la peliodicidad anual dc la Ley de Presupuesto, toda disposición legal que

]\fONROY GÁLVEZ. Juan: "Apuntes para un efudio sobrc cl recurso dc c¡sación en el proceso civil
peruano", en R¿v,r¡a Pd¡dhd de Detuchó Pbcesul.N' l, Lima, septienrbre 1997, p. 21.

I
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ella contenga, cuya vigencia supere, expresa o implícitamente, el periodo anLlal

respectivo, o clue establezca una vigencia ilimitada en el tiempo, es p¿l r?
incompatible con el artículo 77 de la Ley Fundamental, como igualmente es

incons¡itucional, por sí mismo. que en la Ley de Presupuesto se regule un contenido
normalivo ajeno a la materia estriclamente presupuestaria".

En tal sentido, es claro que el contenido dc todas las normas que regula una ley de

presupuesto. solo tienen electos durante un año; y solo deben regular materia
presupuestaria, pucs son est¿s dos características adicionales a su procedimiento dc
aprobación condiciones para su validez constitucional a nivel formal.

9. l-a nonagésima sétima disposición complementaria de la Ley de Presupuesto del Sector
Público para el año Iiscal 2013 (l,ey 29951), dispone lo siguiente:

Dispóngasc, a partir de la vigencia de la prcscntc Ley, que el interés que

corespondc pagar por adeudos de carácter previsional cs el interés Iegal fljado por
el Banco Central de Iteserva del Perú. El referido interés no cs capitalizable de

conformidad con el alículo 1249 del Código Civil y se devenga a pallir del día
siguiente de aquel en que se produjo el incumplimiento hasta el dia de su pago

eleclivo, sin que sea ncccsario que el acreedor afectado exUa judicial o
exlrajudicialmente el incumplimicnto de la obligación o pruebe haber sufiido daño

alguno. 
^simismo, 

establézcasc que los procedimientos adminislralivos, judiciales
en lrámite o en etapa dc cjccución, o cualquier adeudo previsional pendiente de

pago a la fecha. se adecuará a lo cstablecido en la presenle disposición.

10. En principio, es claro que el mandato contenido en la citada disf'osición
complementaria, estuvo vigente durante el año 2013 y por lo tanto, solo podía tener
efectos durante dicho año, esto es desde el I de enero al 3l de diciembre dc dicho
periodo presupucstal.

Il. Sin embargo, y como es de verse, sL¡ contenido precisa el tipo dc intcrós aplicablea la

deuda pensionaria, es decir, no regula una materia presupuestaria, sino su finalidad
especiflca cs cstablcccr la forma cualitativa del pago de intereses de esle tipo
especifico de dcudas. Esta incongruencia de su contenido evidencia Ia inexistencia de
un nexo lógico e inmedialo con la ejecución del gasto público anual, y por lo tanto, una
inconstitucionalidad de lo¡na por la materia regulada.

12. Cabe precisar que el Siste¡¡a Nacional de Pgnsioncs, cn tanto sistcma dc

administración estatal de aportaciones dinerarias para continsencias de r,ejez, se

solventa. en principio, con la recaudación mensual de aportes a cargo de la Sunal y la
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rentabilidad quc produzcan dichos londos. A ello, se adicionan los fondos del tesoro
público que el Ministerio de Economia y Finanzas aporla y olros ingrcsos que pueda

recibir el Iondo Clonsolidado de Reservas Previsionales.

lJ. En tal sentido, aun cuando la Ley de Presupuesto Público debe incluir el gasto que

supone la ONP como cntidad pública para su funcionamiento, ello no tertnina por
justificar, razonablemcnte, la incorporación de una disposición regulatoria de un tipo
de interés específico para el pago de la deuda pensionaria, pues la norma en si misma
escapa a la especial materia regulatoria de este tipo de lcycs.

14. En olras palabras. aun cuando es cierto qLre la ONP como entidad estatal genera gaslo
público que corrcspondc ser inoluiclo en la Ley de Presupuesto (planilla de pago de

trabajadores, pago de scrvicios, compra de bienes, entre otros gastos); dicho gasto, en

si mismo, no es otro que el costo que asume el Estado peruano para la concretización
del derccho fundamental a la pensión a fávor de todos los ciudadanos a modo de

garantia estatal, eslo en claro cü¡nplimiento de sus obligacioncs internacionales de

respeto de los derechos protegidos por la Convcnción Americana de l)erechos
I Iumanos y de garantizar su el¿clividad a través de medidas legislativas u otro tipo de

medidas estatales (artículos I y 2 de la Convención Amcricana de Derechos Humanos).

I5. Por cllo, la inclusión de una disposición que regula la forma cualitativa del pago dc los

intereses pcnsionarios no guarda coherencia con la materia presupuestal pública a

regulars€ a travós de estc tipo especial de leyes, lo cual pone en evidencia la existencic
de una infracción formal que traduce en inconslitucional la nonagési¡¡a sétima
disposición complementaria de Ia Ley de Presüpuesto del Sector Público para €l año

fiscal 2013, pues su texto incorpora al ordenamiento jurídico una materia ajena a la
presupuestaria como disposición normativa. Siendo ello así, su aplicación rcsulta
igualmente inconstilucional.

16. En el caso de las deudas pe¡sionarias reclamadas a propósito de los procesos

constitucionales de amparo, se advierte la presencia de 2 características particularcs: a)

El restablecimiento de las cosas al estado anterior. Ill proceso constitucional cstá
dcstinado a rcstituir las cosas al estado anterior a la lesión del derecho a la pensión, Io
que inplica que el juez constitucional además dc disponer la nulidad del acto u

omisió¡ lesiva, debe ordenar a la partc cmplazada la emisión del acto adminis¡rativo
reconociendo el derecho a la pensión a lavor dcl dcmandantc; y. b) el mandato de pago

de prestaciones no pagadas oportuna¡¡ente. Iln la medida que el dcrecho a la pcnsion
genera una prestación dineraria, corresponde que dicha rcstitución dcl dcrecho inclu-v' a

Lrn mandato de pago dc todas aqucllas prcstacioncs no pagadas en su oportunidad-
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17. Esta segunda cualidad particular dc las prelensiones pcnsionarias en los proccsos

constilucionales, a su vez plantea una problemática producto del paso del tiempo: la

pérdida del valor adquisitivo de la acreencia dependiendo de cuan lejana se encucntrc
Ia fecha de la regularización del pago de la prestación pensionaria. Esta situación
consecL¡encia dirccta del ejercicio deficiente de las facultades de la ONP y por lo tanto,

es imputable exclusivamenle a ella genera en el acreedor pensionario un grado de

aflicción producto de la lalta de pago de su pcnsión, que supone en el aportantc/cesante
sin jubilación no recibir el ingreso económico necesario para solventar sus necesidades

básicas de alimentación, veslido e incluso salud (sin pensión no hay lugar a prestación
de seguridad social). dumntc cl tiempo que Ia ONP omita el pago y se demuestre
judicialmente sitiene o no dcrecho al acceso a la pensión.

18. El legislador mediante la Ley 28266. publicada el 2 de julio de 2004, inició la

regulación de los intercses previsionales apatejándolos a la tasa de interés legal lljada
por el Banco Central de Rcserva del Perú.

La ciuda disposición estableció lo siBuiente

Establécese que el pago de devengados, en caso de que se gcnercn para los

pensionistas del Decreto Ley N" I9990 y regímenes diférentes al Dccreto Ley No

20530, no podrán fraccionarse por un plazo mayor a un año. Si se efectuara el

fraccionamiento por un plazo mayor a un año, a la rcspectiva alícuota deberá

aplicársele la tasa de inlerés Iegal fijada por el Banco Cicntral de Reserva del Perú.

El Ministerio de Dconomia y Finanzas cfcctúa las provisiones presupueslales a que
haya lugar. (sic)

Como es de verse, para el legislador el pago dc las pensiones devengadas -no pagadas

oportunamente producto de Ia demora del procedimicnto administrativo de calificación
o de la revisión de oflcio que superaran cn su programación lraccionada I año desde

su liquidación, merecen cl pago adicional de intereses conforme a la tasa lÚada por el

Banco Central de Reserva del Perú. Al rcspecto, cs nccesario precisar que el BCR
regula dos tipos de tasas de intcrés a fin de cstablecer la referencia porcentual que

corresponde imputar a deudas de naturaleza civil (tasa de intcrés cfectiva) y laboral
(tasa dc intcrés laboral o nominal). esto en viÍud de lo dispueslo en el añículo 1244 del
Código Civil y el afículo 5 I de su Ley Orgánica (Ley 26123).

19. IIasta aqui, lo dicho no hace más que identificar que las dcudas prcvisionalcs por
mandato del legislador, vencido el año de fraccionamicnto sin haberse podido liquidar
en su tolalidad, gene(a un interés por el incumplimicnto. pcro ¿cr.rál es la naturaleza
juridica del interés que generan Ias deudas pensionarias?
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20. En nucstro ordenamiento jurídico, las reglas sobre cl incumplimiento de obligaeiones
se encuentran establecidas en el Código Civil. Estas reglas aplicables a las relaciones
entre privados sirven de ¡¡arco regulatorio Bcneral para la resolución de confliclos o

incertidumbres juridicas que se planteen en el desarrollo dc dichas relaciones jurídicas.

Si bien es cierto que las controversias que se evalúan a través de los procesos

constituc¡onales no pueden ser resueltas cn aplicación del Derecho Privado, ello no

impide que el juez consfitucional analice dichas rcglas a fin de idcntificar posibles
respuestas que coadyuven a la rcsolución dc controversias en las que se encuentren
involucrados derechos fundamentales. Ello, sin olvidar que su aplicación solo cs
posiblc si dichas reglas no contradicen los fines esenoiales de los procesos

constitucionales de garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia electiva de

Ios derechos constitucionales (Artículo II del Tí11¡lo Preliminar del Código Procesal
Conslitucional).

21. Así, el articulo l2l9 del Código Civil, establece cuales son los electos de las
obligaciones contraidas entre el acreedor y deudor. Asi:

Es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para lo siguientel
l.- Emplear las medidas legales a fin de que el deudor le procure aquello a que es!á
oblieado.
2 - Procurarse 1a prestación o hacérsela procurar por otro, a costa del deudor,
3.- Obtener deldeudor la indemnizeción coftespondiente.
4.- Ejercer los derechos del deudor, sea en vía de acción o para asumir su defensa, con
excepción de los que sean inherenfes a la persona o cuando lo prohíba la ley. El acreedor
para el ejercicio de los derechos mencionados en este inciso, no necesita recabar
previamente aulorización judicial, pero deberá hacer citar a su deudor eñ el juicio que
promueva. (...)

En la misma línca, cl artículo ll52 del Código Civil, dispone lo siguiente ante el
incumplirriento de una obligación de hacer por culpa del deudor:

cl acrccdor tanrbién ticrlc derccho a exigir el pago de 1a indemnizeción que corresponda.

Ill interés es compensatorio cuando constituye la contraprcstación por el uso del
dinero o de cualquier otro bien.
Ds moratorio cuanto tiene por finalidad indemnizar la mora en el pago.

22. Como es de verse, nuestra lcgislaciórr civil establece co,no una de las consceuÉnuias

l-inalmente, el artículo I242 del mismo código, rcgula los lipos de intereses aplicables a

las deudas generadas en el territorio pcruano. Así:
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generales del incumplimiento de obligaciones, el dcrecho legal a reclamar una

indemnización, y precisa que en el caso de deudas pecuniarias no pagadas a tiempo, se

generan intereses moratorios, cuya finalidad es resarcir al acreedor por la demora en la

devolución del crédito.

2J. Conlorme lo he precisado sapra, latutelajudicial del derecho a la pensión, genera dos

mandalos. !rno dcstinado al reconocimiento la cficacia del derecho por part€ del agente

lesivo (ONP). para lo cual se ordena la emisión de un aclo administrativo cumpliendo
dicho Ii¡11 y, otro destinado a reslablecer el pa8o de la pensión (prestación cconómica),
lo que implica reconocer también las consecuencias económicas generadas por la
demora de dicho pago a favor del pensionista, a través de L¡na orden adicional de pago

de inlereses moratorios en contra del agcntc lesivo, criterio establecido cn la

jurisprudencia del lribunal Conslitucional desde la emisión de la Sentencia 0065-
2OO2-PA/TC,

26. Es importante dejar en claro que el hecho dc quc la ONP a propósilo de un deficienle
ejercicio de sus funciones exclusivas dc calificación y pago de prestscione5
pensionarias, Iesionc cl dcrccho a la pensión y como consecuencia de dicho accionar
o cvcntual omisión-. genere un pago tardio de dichas prcstacioncs, cllo en modo
alguno traslada la responsabilidad de dicha demora hacía el Fondo Consolidado dc
Reservas Previsionaies. en Ia medida de qLre en los hechos, este fondo cs objcto dc
administración y no participa ni revisa el ejercicio de las lunciones de la ONP, por lo
que no gcncra ni puede generar.- acciones ni omisio¡es lesivas del citado derecho.

AI rcspecto es necesario precisar qr¡e la l-ey de Proccdimicntos Administratilos
Cieneral (Ley 274,14), eslablecc la responsabilidad patrimonial de las entidades públicas

24. Ils importante recordar que el derecho a la pensión es de natLlraleza alimentaria, por lo
que su lcsión continuada, producto de la falta de pago de la pensión, genera una

aflicción negativa en los últimos años de vida del aportante/cesante sin jLlbilación, dado

la ausencia dc solvencia económica para Ia atención de sus necesidades básicas de

alimentación, vestido y salud. Es este hecho el quc sustenta la orden de reparación vía
la imputación del pago de intereses moratorios.

25. En tal sentido, se aprecia que los intereses que provienen de las der¡das previsionalcs y
que son consecuencia directa del pago tardío generado por el deficiente ejercicio de las

competencias de la ONP, son dc naturaleza indemnizatoria, pLres tienen por finalidad
compensar el perjuicio ocasionado cn el pensionista por el retardo de¡ pago de Ia
pcnsión a la que tenía derecho, esto por cumplir los requisitos exigidos por ley y que ha

sido dcmostrado e¡ un procesojudicial.
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Artícülo 238.1.- Sin pcrjuicio de las responsabilidades previstas cn cl Derecho
cornún y en las leyes espccialcs, las entidades son palrimonialmente responsables

lrente a los administrados por los daños directos e inmediatos causados por los actos

de la administración o los scrvicios públicos directamente preslados por aquellas.

27. Es por ello que, únicamente. el citado fondo responde y debe responder a

exclusividad por cl pago de la pensión y/o eventl¡ales devengados y reintegros
provcnientes de un nuevo y correclo cálculo de dicha prestación, en tanto que la ONP
dcbc rcsponder y asumir la responsabilidad del pago de los intereses generados por
dicho pago tardio (mora), como entidad pública legalmente compelente para calillcar y
otorgar el pago dc pcnsioncs dcl Sistcma Nacional de Pensiones, al ser Ia responsable
de la lesió¡r del derecho fundamental a la pensión- Esto quicre decir que la ONP a

través de sus f'ondos asignados anual¡¡ente y/o londos propios, cs quicn dcbc responder
por el pago de los intereses generados a propósito dcl ejcrcicio dcficicntc dc sus

facultades para asumir, indcpendientementc, el pago dc dicho adeudo, sin quc cllo
alecte al Fondo Consolidado de Rcscrvas Previsionales.

29. El Banco Central dc Rescrva (BCR). por mandato dcl articulo 84de la Constitución, es
el órgano constitucional enoargado de regular la moneda y el crédito financiero.
Asimismo. por mandato del alículo I24,1 del Código Civil, de la Ley 28266 y dcl
Decreto Ley 25920, es el órgano estatal facultado para cstablcccr las tasas de interés
aplicables a las deudas dc naturalcza civil. previsional y laboral.

Aclui cabe punlualizar que la regulación del interés laboral viene a constitlrir la
excepción a la regla general del interés legal, dado quc por mandato dcl Dccreto Lcy
25920. el legislador ha prelerido olorgar un tralamiento especial para el pago dc
intereses generados por el incumplimienlo de oblig¡ciones laborales a fin de evitar un
pcrjuicio cconómico al cmpleador con relación a la inversión de su capital, fin

Articulo 238,4.- Ill daño alegado dcbc scr cfcctivo, valuable económicamente e

inJir iJualiz¡do con relJcióñ a un cdmrnr.rrrdo o grupo dc cllo.:.

'El texto de las ¡ormas citadas corresponden a Ia modificaroria inlroducida por el arlículo I del Decreto
I-egislativo 1029, publicado el 24 dejuñio de 2008.

al scñalar lo siguiente:

I

I

| :8. Ahora bien, teniendo en cuenta la naturaleza indemnizatoria de los intereses
I previsionales, es necesario determinar cuál es el tipo de tasa de interés aplicable para

su determinación.
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constitucionalmente valioso lan igual quc cl pago de las deudas laborales. Sin embargo,
csta situación pafticular, no cncucntra justificación similar en el caso de deudas

previsionales. en la medida que el resarcimiento del daño causado al derecho a la
pensión no alécta una inversión privada ni el Fondo Consolidado de Reservas

Previsionales, conibn¡e lo he prccisado en Ios considerandos 26 y 27.

30. Tenicndo cllo en cuenta, se aprecia que el interés moratorio de las deudas previsionales,

en tanto cl pago de pensiones no provienen de acreencias producto de un contralo
suscrito a voluntad entre el Estado y el aportante (dcudas civiles), ni de una relación
laboml, será aqucl dctcrminado por el Banco Cenlral de Reserva (BCR) a iravés dc la
tasa de interés efcctiva, cn atención a lo establecido en Ia Ley precitada 28266. Cabc
indicar asimismo. quc dada la previsión legal anles mencionada, los intereses
previsionales tampoco se encucntran sujctos a la limitación del anatocismo regulada pot
el arlíc!¡lo 12,19 del Código Civil, pucs dicha disposición es exclusivamente aplicable a

deudas provenientes dc pactos cntre privados; y su hipotética aplicación para la
resolución de controversias en las que se vean involucrados derechos fundamentales.
carcce dc sustento constitucional y legal.

31. Por estas razones la deuda pensionaria co,¡o ma¡ifestación material del derecho a la
pensión debe ser entendida como el goce de una prestación con valor adquisitivo
adecuado con la moneda vigenle, pues desconocer la naturaleza valorista de una deuda
pensionaria implica una forma de menoscabo a la dignidad del adulto mayor, en su

fbrma más básica como Io cs la manutención propia. Más aún, si se considera que el

derecho a la pensión cornprende el derecho al goce oportuno de la prestación
pensionaria; situación que implica el pago de una mensualidad acorde al valor
monetario vigenle a la fecha de su cancelación. No un pago que suponga la pérdida de

su valor adquisitivo. aun cuando el deudor sea el [stado. Lo contrario implica generar
una politica lesiva al principio-derecho de dignidad del adulto mayor, que se t(aduce en

otorgar prestaciones carentes de solvencia en el mercado para Ia adquisición y pago de
cuestiones elementales y básicas.

Sentido de mi voto

32. Por estos motivos, mi volo es porque se revoqr¡e en parte la resolución impugnada y, se

ordene a la Olflcina de Normalización Previsional eiectué una nueva liquidación de

devengados. aplicando el interés capitalizable.
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